UNA VISION PROFESIONAL DE LA REVISORIA FISCAL
PROEMIO
Durante algunos años nos hemos esforzado por investigar el sentido  de  las  normas jurídicas que regulan la  institución  de  la revisoría  fiscal  en  Colombia. Los resultados  de  ese  trabajo cuestionan  seriamente el entendimiento que los entes  auditados, el  estado, los juristas y los contadores públicos  tienen  sobre dicho órgano de fiscalización. Este camino aún no acaba de  recorrerse.

Tales  reflexiones jurídicas han dado pie para que  la  profesión contable y las entidades de control y vigilancia  gubernamentales consideren  que existen profundas diferencias entre la  revisoría fiscal y la auditoría externa. Pienso que con esto se ha introducido un nuevo elemento de confusión. En especial me preocupa  que la  comunidad  profesional entienda que no existe  dentro  de  su ciencia,  concretamente dentro de la auditoría,  elementos  suficientes para ubicar adecuadamente la revisoría fiscal. Así  mientras  unos  insisten  en utilizar las técnicas  de  la  auditoría financiera,  otros  proclaman  que es necesario  construir  a  la medida una nueva teoría para la revisoría fiscal.

Con  el presente escrito pretendo presentar  algunas  reflexiones para demostrar que la revisoría fiscal tal cual está regulada por nuestra legislación bien puede interpretarse conforme a la teoría de la auditoría.

Obviamente  se  trata  tan solo de un ensayo,  cuyo  objetivo  es motivar  a una reflexión epistemológica en la cual se perciba  la revisoría fiscal no como un órgano social sino como una  "actividad  relacionada con la ciencia contable en general",  es  decir, como una acción profesional.

ALCANCE DE LAS FUNCIONES DE LA REVISORIA FISCAL
Un  análisis  de las funciones asignadas a la  revisoría  fiscal, incluyendo una consideración de los asuntos sobre los cuales debe informar, permiten sostener que tales funciones exceden el alcance  generalmente  atribuido a una auditoría financiera.  De  conformidad  con  nuestra legislación la revisoría  fiscal  incluye, adicionalmente, una auditoría del control interno y una auditoría de cumplimiento.

En  Colombia existe una amplia tradición en materia de  auditoría financiera  y,  en  menor medida, respecto de  la  auditoría  del control  interno. Por el contrario, la auditoría de  cumplimiento es  desconocida e incluso confundida con las pruebas  de  cumplimiento  que se realizan dentro de una auditoría financiera  sobre el control interno.

Para contribuir al entendimiento del problema, a continuación nos referimos  brevemente a esas tres modalidades de auditoría,  tratando  de  formular una teoría razonable y lógica que  pueda  ser aplicada por quienes sean designados como revisores fiscales.

AUDITORIA FINANCIERA
El objetivo básico de una auditoría financiera es el de  expresar una  opinión sobre la razonabilidad con que, de acuerdo  con  los principios  de contabilidad generalmente aceptados,  los  estados financieros  muestran  la realidad económica de un  ente,  en  la fecha de terminación de un ejercicio contable.

El control interno es examinado básicamente con el fin de  determinar  el  grado de confianza que puede depositarse en  él,  como herramienta  para decidir el tipo y extensión de las  pruebas  de auditoría.

El marco normativo, tanto externo como interno, es examinado como un medio más de conocimiento del cliente; las posibles  violaciones  son  tenidas  en cuenta sólo en cuanto  sus  efectos  puedan afectar la información financiera.

En  un medio regulatorio como el colombiano, donde no existe  libertad  en  materia contable, una auditoría financiera  debe  ser planeada teniendo en cuenta que el valor de la información financiera  está  íntimamente  unida al valor  del  sistema  contable, entendiendo por tal el conjunto conformado por los soportes y  la correspondencia,  los comprobantes, los libros  de  contabilidad, los estados financieros y sus notas.

Se refieren específicamente a esta auditoría los artículos 207-4, 207-7,  208-3, 208-4, 208-5 y 209-2 del Código de Comercio.  Conforme  a  ellos, el revisor fiscal debe autorizar  con  su  firma cualquier balance que se haga, con su dictamen o informe  correspondiente. Entre otras cosas, dicho informe debe indicar:

1º
Si la contabilidad se lleva conforme a las normas legales  y a la técnica contable;

2º
Si, específicamente, la correspondencia, los comprobantes de las cuentas y los libros de registro de acciones, se  llevan y conservan debidamente;

3º
Si  el balance y el estado de pérdidas y ganancias han  sido tomados fielmente de los libros;

4º
Si,  de acuerdo con las normas de contabilidad  generalmente aceptadas:

*
El  balance presenta en forma fidedigna  la  respectiva situación financiera al terminar el período revisado, y si

*
El estado de pérdidas y ganancias refleja el  resultado de las operaciones en dicho período;

5º
Las  reservas o salvedades que tenga sobre la  fidelidad  de los estados financieros.

He incluido aquí las opiniones sobre la contabilidad, la  correspondencia y los libros, aún a sabiendas de que en algunas latitudes tales asuntos no son objeto de regulación tal cual lo son  en nuestro país. Baste afirmar que en Colombia no puede existir  con valor jurídico estados financieros que no provengan de libros.

No obstante la naturaleza acumulativa de la información financiera, como el dictamen se contrae a una fecha dada, esta  auditoría hace énfasis sobre la situación al cierre del ejercicio.

AUDITORIA DEL CONTROL INTERNO
Se  sostiene  que la revisoría fiscal incluye una  auditoría  del control  interno porque el artículo 209-3 del Código de  Comercio exige expresar una opinión sobre el mismo.

Mediante el oficio 011377 del 15 de marzo de 1990 la  Superintendencia Bancaria, la Superintendencia de Sociedades y la  Comisión Nacional de Valores manifestaron:

"  3-  Es  necesario anotar que el  revisor  fiscal  de conformidad con lo previsto en el artículo 209  numeral 3  del Código de Comercio debe informar " si hay y  son adecuadas las medidas de control interno...". Significa lo  anterior  que la labor del revisor fiscal  en  esta materia  va  mucho más allá de la sola  evaluación  del control interno que se realiza para emitir un  dictamen sobre  los  estados financieros, es  decir  implica  la opinión  sobre  el  mismo, y si es del  caso  tiene  la obligación de impartir instrucciones para corregir  las deficiencias encontradas."
Tal  informe  implica no sólo examinar la estructura  de  control interno para determinar el grado en que se pueda confiar en ella, sino,  también, profundizar en forma tal que se pueda  establecer si  realiza  de  manera satisfactoria los objetivos  que  le  son propios.

Es  así  como el auditor, aunque quisiera aplicar un  enfoque  de pruebas sustantivas, no puede dejar de evaluar si dicha estructura contribuye a garantizar:


* La salvaguarda de los bienes


* La integridad del sistema contable


* La adherencia a las políticas y procedimientos de control


* La eficiencia en las operaciones

Además  del  artículo 209-3, idem, se refieren a  esta  clase  de auditoría  los numerales 1, 4, 5 y 6 del artículo 207 del  Código de  Comercio,  así  como los artículos 208-3 y  209-1  del  mismo estatuto. Según estas normas el revisor fiscal debe:

1º
Cerciorarse de que las operaciones que se celebren o cumplan por cuenta de la sociedad se ajustan a las prescripciones de los estatutos, a las decisiones de la asamblea general y  de la junta directiva;

2º
Velar  porque  se lleve regularmente la contabilidad  de  la sociedad y las actas de las reuniones de la asamblea, de  la junta de socios y de la junta directiva, y porque se conserven  debidamente  la correspondencia de la  sociedad  y  los comprobantes  de las cuentas, impartiendo las  instrucciones necesarias para tales fines;

3º
Inspeccionar asiduamente los bienes de la sociedad y  procurar que se tomen oportunamente las medidas de conservación o seguridad de los mismos y de los que ella tenga en  custodia a cualquier otro título;

4º
Impartir  las  instrucciones, practicar las  inspecciones  y solicitar  los informes que sean necesarios para  establecer un control permanente sobre los valores sociales.

Con  fundamento en el trabajo desarrollado para cumplir las  funciones  que acabamos de indicar, el revisor fiscal  debe  conceptuar:

1º
Si las operaciones registradas se ajustan a los estatutos  y a  las  decisiones de la asamblea o junta directiva,  en  su caso;

2º
Si los actos de los administradores de la sociedad se  ajustan  a los estatutos y a las ordenes o instrucciones  de  la asamblea o junta de socios;

3º
Si  hay y son adecuadas las medidas de control  interno,  de conservación  y custodia de los bienes de la sociedad  o  de terceros que estén en poder de la compañía.

Existe un punto de contacto muy fuerte entre la auditoría  financiera  y  la del control interno. Una y otra se preocupan  de  la contabilidad, siendo claro que ésta no sólo es fuente de información, sino que también cumple funciones de control. La integridad del sistema contable, perseguida por el sistema de control interno,  es una condición para que la información que de él  se  toma sea  razonable.  La protección de los bienes  está  estrechamente relacionada con las aserciones "existencia" y "valuación" de  los derechos  atribuibles  al ente contable. El cumplimiento  de  los estatutos  y de la normatividad interna no sólo expresa la  adherencia  a las políticas y procedimientos de control que en  ellos se  encuentran consagradas, sino que también se relaciona con  la información financiera en la medida en la cual violar tal  normatividad puede implicar que ciertas operaciones no comprometan  al ente contable o sean fuente de contingencias.

Ahora bien de acuerdo con SAS 30:

"10.  El propósito del compromiso de expresar una  opinión  sobre el sistema de control interno  contable  de una entidad difiere del propósito del estudio y evaluación  de los controles internos contables  hechos  como parte  de  una auditoría. El estudio y  evaluación  del control interno hechos por el auditor es un paso intermedio  para formarse una opinión de los estados  financieros. Establece una base para determinar los  límites dentro  de los cuales el auditor aplicará los  procedimientos de auditoría y lo ayuda a planear y a  realizar su examen. En una auditoría el auditor puede decidir  a no confiar en los procedimientos de control  prescritos porque  concluye, ya sea (a) que los procedimientos  no son  satisfactorios  para sus propósitos o (b)  que  el esfuerzo de auditoría requerido para probar el  cumplimiento  de los procedimientos, para justificar la  confianza  puesta en ellos, excede a la reducción  en  esfuerzo  que  pudiera  obtenerse  con  dicha  confianza. Consecuentemente,  el estudio y evaluación del  sistema de  control interno contable en una auditoría es  generalmente más limitado que aquel hecho para expresar una opinión  sobre el sistema de control interno  contable. Sin embargo, la opinión de un contador sobre el sistema de control interno contable no aumenta la confiabilidad de los estados financieros que han sido auditados.

11.  Aunque el alcance del estudio y evaluación de  los controles  internos contables, cuando se va a  expresar una opinión sobre el sistema de control interno  contable,  generalmente  difiere del de una  auditoría,  los procedimientos  son  similares en ambos casos.  Por  lo tanto,  el estudio y evaluación hechos en relación  con un  trabajo para expresar una opinión sobre el  sistema también  puede  servir como base para  confiar  en  los controles internos contables y determinar la  naturaleza,  oportunidad y extensión de las pruebas de  auditoría.  Aún más, un contador puede no tener necesidad  de aplicar en una auditoría los procedimientos que  dupliquen procedimientos aplicados para con el propósito  de expresar una opinión sobre el sistema de control interno contable de la entidad."

Queda claro entonces que una auditoría financiera no es suficiente  para  apoyar  una opinión sobre el control  interno.  Por  el contrario,  el trabajo desarrollado para este último fin es  perfectamente  utilizable para los propósitos de aquella, de  manera que no es necesario duplicar las pruebas.

La  naturaleza  de ciertas entidades, o la  de  sus  operaciones, puede  aumentar la importancia concedida por el Estado y por  los usuarios  de la información financiera sobre el control  interno, especialmente en cuanto la salvaguarda de los bienes. Así  sucede en  las entidades que manejan bienes en consignación, en las  que son receptoras de ayudas económicas y en las entidades  financieras.  En general todas aquellos que manejen bienes  de  terceros, sea a título de depósito o de manera fiduciaria, están  obligados en  forma especial a ejercer adecuadas medidas de conservación  y seguridad de tales bienes.

Sobre esta materia son pertinentes las afirmaciones de la  Declaración Internacional sobre Auditoría " La Auditoría de los Bancos Comerciales Internacionales" emitida por el IFAC:

"Confianza en el control interno
4.17  Al  formarse su opinión sobre  la  auditoría,  el auditor no puede, por lo general, atenerse únicamente a los resultados de sus tests sustantivos debido a:

-  El alto volumen de transacciones celebradas por  los bancos.

- La forma en que las transacciones son celebradas  por los bancos.

-  La dispersión geográfica de las operaciones  de  los bancos.

- El extenso uso de los sistemas de PED y TEF.

En  la mayoría de los casos, el auditor  deberá,  hacer una cuidadosa evaluación del sistema para determinar el grado  de confianza que puede depositar en el mismo  al determinar  la  naturaleza, momento y  alcance  de  los demás procedimientos de auditoría."

En cuanto al riesgo profesional, conviene recordar las afirmaciones de SAS 55:

"18.  En  ocasiones la comprensión del  auditor  de  la estructura de control interno, podrá derivarse en dudas acerca de la posibilidad de auditar los estados  financieros de una entidad. Las preocupaciones por la  integridad de la gerencia, podrán ser tan graves que lleven al auditor a la conclusión de que el riesgo de  afirmaciones  incorrectas,  por parte de la gerencia  en  los estados  financieros,  es tan grande que  no  se  puede practicar  la  auditoría.  Las  preocupaciones  por  la naturaleza  y alcance de los registros de una  entidad, podrán  llevar al auditor a la conclusión de que no  es probable que consiga el suficiente material  evidencial apropiado  para amparar una opinión sobre  los  estados financieros."
Aunque  una salvedad sobre los estados financieros no  necesariamente implica una salvedad sobre el control interno, en ocasiones un mismo hecho origina efectos en ambas opiniones. Un error en un saldo producido por debilidades en el sistema de registro de  las transacciones es un buen ejemplo de ello.

El enfoque de una auditoría del control interno no puede ser solo el  de  pruebas de cumplimiento. Nuestra ley  exige  inspeccionar asiduamente  los bienes, procedimiento que no puede,  por  tanto, evitarse y que conlleva la realización de actividades tales  como arqueos e inventarios.

Para  terminar  recordemos que inicialmente  el  control  interno dentro  de la literatura profesional aludía tanto a los  llamados controles contables como a los controles administrativos.  Lentamente las normas de auditoría financiera fueron ocupándose  principalmente  de aquéllos. Una nueva visión del problema  introdujo el concepto de "controles clave" que posteriormente se  reemplazó por  el de "paquete de controles". Hoy en día se encuentra en  la etapa  de  discusión pública un borrador del  documento  INTERNAL CONTROL  INTEGRATED FRAMEWORK preparado bajo la  coordinación  de The  Committee of Sponsoring Organizations of de Treadway  Commision,  de fecha marzo 12 de 1991. En él se plantea, en mi  sentir con gran acierto, que el control interno está integrado por nueve elementos, a saber: (1) Integridad, valores éticos y  competencia del  personal, (2) Ambiente de control, (3) Objetivos,  (4)  Evaluación de riesgos, (5) Sistemas de información, (6) Procedimientos  de  control, (7) Comunicación, (8) Manejo del cambio  y  (9) Supervisión.  Se  hace resalta así, nuevamente,  que  el  control interno  es una verdadera estructura y no un simple  conjunto  de reglas que podrían ser percibidas aisladamente.

AUDITORIA DE CUMPLIMIENTO
Una  auditoría  de cumplimiento es aquella que tiene  por  objeto expresar si las operaciones de un ente se han ajustado al respectivo  marco regulatorio. En nuestro medio dicho marco se  compone de la ley, los estatutos sociales y las decisiones de los órganos sociales. La responsabilidad sobre estos dos últimos elementos se encuentra  claramente expresada en el artículo 207 del Código  de Comercio. No así el compromiso respecto de la ley.

Las entidades gubernamentales de control y vigilancia colombianas han interpretado que corresponde a la revisoría fiscal vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales.

Se han apoyado para sostener tal tesis en los siguientes argumentos:

1º
Las  obligaciones  de vigilar que se cumplan  los  estatutos (art.  207-1 C.Co.) y de reportar sobre tal  cumplimiento  (arts. 208-3 y 209-1 C.Co.), implican la vigilancia de las normas  legales que a ellos se entienden incorporadas.

El artículo 38 de la ley 153 de 1887 dispone:

" En todo contrato se entenderán incorporadas las leyes vigentes al tiempo de su celebración.

Exceptúase de esta disposición:

1.  Las  leyes  concernientes al modo  de  reclamar  en juicio los derechos que resultaren del contrato.

2. Las que señalan las penas para el caso de infracción de lo estipulado; la cual infracción será castigada con arreglo a la ley bajo la cual se hubiere cometido."

Es así como al contrato de sociedad se incorpora, entre otras, la siguiente disposición de la Constitución Nacional:

ART. 4º, inciso segundo.-  " Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades."

Igualmente  debe entenderse incorporado a los estatutos  sociales el artículo 120 del Código de Comercio:

"Las sociedades válidamente constituidas, los  derechos adquiridos  y  las obligaciones  contraídas  por  tales sociedades bajo el imperio de una ley, subsistirán bajo el imperio de la ley posterior; pero la  administración social  y las relaciones derivadas del contrato,  tanto entre los socios como respecto de terceros, se  sujetarán a la ley nueva."
La evolución legislativa permanente trae, como consecuencia de su incorporación a los contratos, un constante cambio en el contenido  de  las disposiciones estatutarias, así  externamente  no  se produjere modificación de su tenor literal.

2º
El revisor fiscal está obligado a denunciar, de  conformidad con el artículo 207-2 del Estatuto Mercantil, cualquier irregularidad  que  ocurra en el funcionamiento de la sociedad  y  en  el desarrollo de sus negocios, obligación que comprende la  denuncia de las infracciones a la ley.

Esta afirmación está respaldada por el tenor literal de la norma, pues en él, evidentemente, las irregularidades no fueron  calificadas,  razón   por la cual no puede hacerlo el intérprete  a  la hora de aplicar la disposición. Y como la violación de la ley  es una  irregularidad, el cumplimiento del marco normativo debe  ser objeto de vigilancia, pues de otra manera no podría advertirse si se ha respetado o no el ordenamiento legal.

También  apoya  esta interpretación la historia  legislativa.  En varias  ocasiones  se propuso que la denuncia en  cuestión  fuera procedente  respecto  de  las irregularidades  graves.  Mas  esta fórmula  no fue aceptada, de lo cual se infiere que  la  voluntad del legislador fue la de que se diera aviso de cualquier  irregularidad.

3º
El  deber de colaboración, consagrado en el  artículo  207-3 del  Código de Comercio, conlleva la vigilancia del  cumplimiento del ordenamiento legal.

Las  entidades  de  control y vigilancia del  Estado  tienen  por objeto la guarda del marco normativo. Así, por ejemplo, el  artículo 266 del Estatuto Mercantil dice:

"  El Presidente de la República ejercerá por medio  de la  Superintendencia  de  Sociedades  la  inspección  y vigilancia  de las sociedades comerciales no  sometidas al control de la Superintendencia Bancaria, con el  fin de  que en su formación y funcionamiento se  ajusten  a las  leyes y decretos y de que se  cumplan  normalmente sus propios estatutos, según lo previsto en este Código y en leyes posteriores."
En igual sentido puede invocarse el artículo 4.1.1.0.1 del decreto 1730 de 1991:

"NATURALEZA  Y OBJETIVOS. La Superintendencia  Bancaria es un organismo de carácter técnico adscrito al  Ministerio  de Hacienda y Crédito Público que  ejercerá  las funciones que legalmente le competen para alcanzar  los siguientes objetivos: (...)

c) Velar por la adecuada prestación del servicio financiero haciendo cumplir las normas que lo rigen; (...)

Por su lado el artículo 8º del decreto 831 de 1980 reza:

"  El  Presidente de la Comisión  Nacional  de  Valores ejercerá las siguientes funciones: (...)

8.  Investigar  las  operaciones  relacionadas  con  el mercado  de  valores,  con el objeto  de  verificar  el cumplimiento  de las obligaciones que impone la  ley  a emisores e intermediarios. (...)

La  enumeración podría extenderse en grado sumo.  Baste  recordar que  de  conformidad con el ordinal 10º del artículo  189  de  la Constitución Nacional, corresponde al Presidente de la  República velar  por  el estricto cumplimiento de las  leyes,  función  que cumple  por  intermedio  de las entidades que  componen  la  rama ejecutiva del poder público.

Ahora  bien: si es función del Estado vigilar el cumplimiento  de las  leyes, la colaboración que a él deben prestar los  revisores fiscales  no puede ser otra que aquella que contribuya a que  las entidades  gubernamentales puedan adoptar las medidas  necesarias para garantizar el imperio del marco jurídico. Luego debieran ser informadas  de todos aquellos hechos que por implicar una  violación legal pudieran poner en movimiento el quehacer estatal.

Un buen ejemplo de dicha colaboración se encuentra en el artículo 489 del Código de Comercio, el cual obliga a los revisores fiscales  de las sucursales de sociedades extranjeras a informar a  la Superintendencia de Sociedades cualquier irregularidad que  pueda ser causa de la suspensión o revocación del respectivo permiso de funcionamiento.

4º 
El  contador público no puede permitir, sin  comprometer  su responsabilidad,  que  el efecto de fe pública  que  acompaña  su firma se extienda sobre asuntos que no hubiere verificado.

Como de conformidad con el artículo 10º de la ley 43 de 1990,  la atestación o firma de un contador público en los actos propios de su  profesión  hará presumir, salvo prueba en contrario,  que  el acto respectivo se ajusta a los requisitos legales, estos  requisitos deben haber sido objeto, previamente, de pruebas tendientes a verificar su cumplimiento.

5º
Finalmente  se  anota que la obligación de velar  porque  se lleve  regularmente la contabilidad (art. 207-4 C.Co.)  desemboca necesariamente en informar si ella se lleva conforme a las normas legales (art. 208-3 C.Co.).

A  lo anterior habría que añadir que existen normas que  expresamente encomiendan al revisor fiscal la vigilancia del cumplimiento de ciertas normas. Un ejemplo de ello es el artículo 18 de  la ley 155 de 1959, sobre prácticas comerciales restrictivas, que le asigna  el  deber de ejercer una estrecha vigilancia  para  darle cumplimiento a dicha ley.

No  está  demás recordar que en Colombia primero se  organizó  la revisoría  fiscal y luego, lentamente, se reservó su ejercicio  a los  contadores públicos. En ese orden de ideas  conviene  anotar cómo  el artículo 138 del decreto reglamentario 2521 de  1950  no implicaba una opinión de razonabilidad:

"  La  firma  con que el revisor  fiscal  autorice  los balances de la sociedad debe ir precedida de la  declaración  de  que ellos están fielmente  tomados  de  los libros y de que las operaciones registradas en éstos se conforman con los mandatos legales y estatutarios y con las  decisiones  de la asamblea general y de  la  junta directiva."
La auditoría de cumplimiento ha sido ampliamente desarrollada  en Estados  Unidos en relación con las entidades  gubernamentales  y con  las empresas receptoras de ayuda federal. Se  ha  extendido, igualmente,  a  las entidades sin ánimo de lucro, con el  fin  de verificar  el adecuado destino de las donaciones  recibidas,  así como  a  aquellas  empresas receptoras de  crédito  otorgado  por organismos  financieros internacionales, como el  Banco  Mundial, caso en el cual se pretende verificar el cumplimiento del respectivo  contrato de empréstito. Al respecto conviene consultar  SAS 63.

Resulta  interesante  observar cómo en Colombia partimos  de  una auditoría  de  cumplimiento  y nos hemos ido  desplazando  a  una auditoría  financiera, mientras que en Estados Unidos está  sucediendo precisamente lo contrario.

En  las páginas siguientes haremos referencia a la vigilancia  de las  normas  legales, procurando aportar elementos  de  reflexión para adelantar el trabajo correspondiente. No está de más  resaltar,  como se desprende de las reflexiones anteriores, que en  el estado actual de desarrollo de la auditoría de cumplimiento  ella sigue girando alrededor de la información financiera. Este  punto merece otras explicaciones pero por el momento conviene  precisar que si no fuera así ya no sería el contador público el  profesional más idóneo para realizar tal tipo de trabajo.

IMPACTO DE LA LEGISLACION EN LA INFORMACION FINANCIERA
Antes de ampliar las consideraciones en torno de la auditoría  de cumplimiento, conviene recordar que los asuntos de orden legal no son ajenos al ámbito de la auditoría financiera. SAS 54 advierte:

"4. Los actos ilegales varían mucho en su relación  con los estados financieros. Generalmente, entre más  lejos esté un acto ilegal de los eventos, sucesos y operaciones reflejados en los estados financieros, menos probable  sea  su descubrimiento por parte del  auditor  del acto  ilegal  o  el reconocimiento  de  una  ilegalidad posible.

5. El auditor toma en consideración las leyes y  reglamentos que generalmente son reconocidos por los auditores por su efecto directo y material sobre la  determinación  de las cifras de los estados  financieros.  Por ejemplo,  las leyes fiscales afectan los pasivos  y  el monto reconocido como gasto en el ejercicio; las  leyes y reglamentos aplicables pueden afectar la cantidad  de ingresos acumulados bajo contratos gubernamentales.  No obstante, el auditor considera tales leyes y  reglamentos  desde la perspectiva de su conocida  relación  con los objetivos contables, en vez de considerarlos de una perspectiva de legalidad en sí. La responsabilidad  del auditor  de detectar y reportar declaraciones  erróneas que resultan de actos ilegales que tienen efecto directo y material sobre la determinación de las cifras  del estado  financiero, es lo mismo que la  responsabilidad en  cuanto errores e irregularidades, como se  describe en el SAS No. 53, " La responsabilidad del auditor para detectar e informar sobre errores e irregularidades.".

6. Las entidades pueden ser afectadas por muchas  leyes y reglamentos, incluyendo los relacionados al cambio de valores,  seguridad industrial y la  administración  de salud, alimentos y drogas, protección ambiental, igualdad de empleo y arreglos de fijación de precios u  otra violación  de las leyes contra la formación de  monopolios.  Generalmente, estas leyes y  reglamentos  tienen más  relación  con  los aspectos de  operación  de  una entidad, que con sus aspectos financieros y contables y el  efecto sobre los estados financieros es  indirecto. Un auditor generalmente no tiene bases suficientes para reconocer posibles violaciones de tales leyes y  reglamentos. Su efecto indirecto es normalmente el resultado de  la  necesidad  de revelar  un  pasivo  contingente, debido  a una acusación o determinación de  ilegalidad. Por ejemplo, se puede comprar o vender valores en  base a  información interna. Aunque los efectos directos  de la compra o venta pueden ser registrados adecuadamente, su  efecto indirecto, una posible responsabilidad  contingente por violación de las leyes de valores puede no revelarse  adecuadamente.  Aún  cuando  violaciones  de tales  leyes y reglamentos pueden  tener  consecuencias importantes  en  los estados  financieros,  el  auditor puede no darse cuenta de la existencia del acto ilegal, sin ser informado por el cliente o si hay evidencia  de una investigación por agencia gubernamental o un procedimiento de ejecución de ley en los registros, documentos, u otra información normalmente revisada durante la auditoría de los estados financieros.

7.  Como  se  explicó en el párrafo  5,  ciertos  actos ilegales tienen un efecto directo e importante sobre la determinación de las cifras de los estados financieros. Otros actos ilegales, como los descritos en el  párrafo 6, pueden, en circunstancias específicas, tener efectos importantes,  pero indirectos sobre los estados  financieros.  La responsabilidad del auditor con respecto  a la detección de ellos, la consideración de sus  efectos sobre los estados financieros, y la revelación de estos otros actos ilegales, se describen en esta Declaración. A estos otros actos ilegales de aquí en adelante se  le llamará  simplemente "actos ilegales". El auditor  debe darse cuenta de la posibilidad de que tales actos hayan ocurrido.  Si el auditor recibe información  específica que da evidencia, relacionada a la existencia de  posibles actos ilegales, que podrían tener un efecto  indirecto  e importante sobre los estados  financieros,  el auditor  debe aplicar los procedimientos  de  auditoría específicos,  para  indagar si haya  ocurrido  un  acto ilegal.  No obstante, debido a las  características  de actos ilegales ya explicados anteriormente, una auditoría llevada a cabo de acuerdo con las normas de auditoría generalmente aceptadas, no dará ninguna garantía de poder  detectar  actos  ilegales o  de  revelar  alguna responsabilidad contingente resultante." (se resalta)

Es así como cada una de las aserciones o afirmaciones  implícitas en  los  estados financieros pude estar afectada por  asuntos  de orden legal. Veamos algunos ejemplos:

*
Si se ha dejado prescribir un título valor el activo respectivo no existe.

*
Los  derechos y obligaciones sujetos a condición no son  aún ni un activo ni un pasivo del ente. Su registro debe hacerse en cuentas de orden.

*
Un hecho no probado no puede considerarse como ocurrido.

*
La  valuación  y cuantificación de un activo  o  pasivo  son afectadas  por  conceptos  tales  como  impuestos,  derechos notariales,  tarifas de origen legal o patrones de  liquidación,  todos  ellos regulados por  leyes.  Considérense  los pasivos  por prestaciones sociales, aportes  parafiscales  e impuestos.

*
La  presentación y revelación en muchos casos en  objeto  de disposiciones  jurídicas,  como  son las  contenidas  en  el decreto 2160 de 1986.

Como consecuencia de ese efecto que las normas pueden tener sobre la preparación y revelación de información financiera, las  guías internacionales de auditoría se refieren a ellas de muy  diversas maneras, por ejemplo:

*
El párrafo 5. del prefacio indica que las Guías no se  imponen sobre las reglamentaciones locales.

*
De conformidad con el párrafo 5. de la Guía No. 1, el alcance de una auditoría debe determinarse, entre otros factores, teniendo en cuenta los requerimientos de ley.

*
Según el párrafo 4. de la Guía No. 2, las cartas de  compromiso deben incluir una referencia a la legislación aplicable respecto del alcance de la auditoría.

*
En una auditoría recurrente, que en principio no  requeriría de  una nueva carta de compromiso, esta  pudiera  producirse como  consecuencia  de requerimientos legales (Guía  No.  2, párrafo 7.).

*
En  una auditoría de entidades integrantes, puede  decidirse enviar una carta de compromiso a cada entidad integrante  en atención a requerimientos legales (Guía No. 2, párrafo 8.).

*
La  confidencialidad  propia de todo  trabajo  de  auditoría puede  ser  excepcionada  en razón de  obligación  legal  al respecto (Guía No. 3, párrafo 6.).

*
Al evaluar la evidencia obtenida el auditor debe concluir si la  información financiera cumple con  las  reglamentaciones aplicables y con los requisitos legales (Guía No. 3, párrafo 21, literal b).

*
En  la planeación, al buscar un conocimiento  apropiado  del negocio  del cliente, las discusiones con el personal  administrativo de éste pueden incluir las regulaciones  vigentes del Gobierno que afecten al cliente (Guía No. 4, párrafo 9).

*
La  Guía  No.  7, sobre control de calidad  del  trabajo  de auditoría,  para  fomentar las  habilidades  y  competencia, recomienda distribuir las disposiciones y requisitos  gubernamentales importantes en áreas de interés específico, tales como leyes de impuestos y valores de compañías a las  personas  que  tengan responsabilidad en  tales  áreas.  Asimismo propone la formación de una biblioteca que contenga  literatura legal en asuntos técnicos y profesionales.


La  misma  Guía indica la necesidad de identificar  áreas  o situaciones que requieran consulta debido a la naturaleza  o complejidad  del  asunto,  como por  ejemplo  tratándose  de industrias con requerimientos especiales en cuanto a  contabilidad,  auditoría  e información, o  sobre  requerimientos impuestos  por  órganos legislativos o reguladores  para  la presentación de informes.


Igualmente  recomienda  designar personal que  se  desempeñe como  especialistas encargados de informes  ante  organismos legislativos y otros cuerpos reguladores.

*
La  Guía  No.  8, párrafo 10., enseña  que  normalmente  los papeles  de  trabajo  incluyen información  respecto  de  la estructura legal de la entidad y copia de minutas, convenios y documentos legales importantes.

*
La  Guía  No. 11, párrafo 15., advierte de la  necesidad  de considerar las leyes y reglamentos pertinentes cuando sospeche la presencia de fraude o error.

*
El  párrafo  10. de la Guía No. 13 advierte al  auditor  que debe evitar expresar una opinión de razonabilidad e  impedir que  ella se infiera de su terminología, cuando  exprese  la conformidad  de la información con leyes que impliquen  desviación de los principios de contabilidad.


La misma Guía considera entre los casos de desacuerdo con la administración que pudieran originar una salvedad, aquel que versa  sobre el cumplimiento de los estados  financieros  en relación   con  reglamentos  relevantes   o   requerimientos estatutarios.

*
La  Guía No. 14, párrafo 14., obliga al auditor a  consultar con  un tercero que puede ser el asesor legal,  en  aquellos casos  en que después de discutir con el cliente dude  sobre la  validez de otra información en documentos que  contienen estados financieros auditados.

*
La Guía No. 17, párrafo 2., enseña que, entre otras razones, en  virtud de normas legales, la existencia de partes  relacionadas puede afectar la información financiera.

*
La  Guía No. 18, párrafo 5., incluye entre los casos en  que puede  ser necesario recurrir a un experto, aquellos en  que se  requieran opiniones legales acerca de la  interpretación de acuerdos, estatutos y normas reguladoras.

*
La  Guía No. 22 incluye entre los asuntos sobre  los  cuales debe  versar una carta de representaciones, el  cumplimiento de las disposiciones legales y los contratos.

*
La  Guía No. 23 lista como uno de los indicadores de  operación  que pudieran señalar alteraciones de la presunción  de empresa en marcha los cambios de legislación o políticas del Gobierno.

*
La Guía No. 24 advierte sobre la necesidad de revelar  cualquier interpretación significativa de un acuerdo cuando otra interpretación  razonable pudiere conllevar  diferencias  de importancia en la información financiera.

*
La  Guía No. 25 advierte que la materialidad puede  ser  influenciada  por consideraciones de orden legal así como  por requerimientos  regulatorios  en relación  con  los  estados financieros.

En  definitiva  debe recordarse que tanto respecto de  los  actos ilegales de efecto directo (SAS 54, párrafo 5.) como respecto  de los  errores  e irregularidades (SAS 53, párrafo 5.)  el  auditor debe diseñar la auditoría de modo que le proporcione una  seguridad razonable de poder detectarlos.

Finalmente SAS 53, párrafo 31, y SAS 54, párrafo 24, admiten  que el auditor puede aceptar compromisos que requieran una  responsabilidad  mayor  para detectar errores,  irregularidades  y  actos ilegales.  Esto sucede, precisamente, cuando un contador  público acepta desempeñarse como revisor fiscal.

ADAPTACION DE LA AUDITORIA DE CUMPLIMIENTO A LA REVISORIA FISCAL
Con base en lo anterior pueden recomendarse las siguientes acciones con el fin de aprovechar la teoría de la auditoría financiera para el desarrollo de una auditoría de cumplimiento aceptada  por un revisor fiscal:

1
Integridad,  objetividad  e independencia.  Normalmente  una auditoría  de  cumplimiento  es  desarrollada  en  entidades sujetas  a  inspección y  vigilancia  gubernamental.  Dichas entidades  poseen facultades expresas para evaluar la  independencia  del  revisor fiscal. En toda  auditoría  se  debe hacer una revisión de las causas de inhabilidad e incompatibilidad  y  documentar adecuadamente  las  conclusiones.  El personal suministrado por el cliente debe ser cuidadosamente evaluado para garantizar que su acción no genere dependencia indebida.

2
Confidencialidad. Normalmente una auditoría de  cumplimiento implica reportar a terceras personas distintas del cliente y sus  empleados, usualmente a entidades del  gobierno.  Tales reportes suelen estar regulados tanto en cuanto a su  contenido como en cuanto a su periodicidad. La reserva  profesional  no  es  oponible a  dichas  entidades  gubernamentales. Convendría  incluir en las cartas de  compromiso  referencia expresa sobre este deber de comunicación, cuyo  cumplimiento ordinariamente  es  fuente de tensiones y malestares  en  el cliente.

3
Habilidades y competencia. El deber de competencia profesional  conlleva la imposibilidad de aceptar trabajos  respecto de los cuales el personal disponible no conozca adecuadamente el marco legal aplicable.


El  deber  de  actualización implica  detectar,  repartir  y almacenar  información de orden jurídico sobre  asuntos  que afecten a los clientes.


Normalmente una auditoría de cumplimiento requerirá del  uso de  expertos  tales como ingenieros, actuarios,  abogados  y otro tipo de profesionales versados en el tipo de  operaciones  desarrolladas por el cliente. Esta  circunstancia  debe ser considerada antes de cotizar el respectivo trabajo.


Si los expertos en que se fuere a confiar fueren empleados o contratados  por  el cliente, además de  sus  calidades,  se deberá evaluar en forma especial su independencia.


El  apoyo  en  especialistas implica en  todo  caso  obtener evidencia  de que efectivamente cumplen sus funciones  según patrones profesionales y dentro del marco de sus respectivos compromisos contractuales.

4
Documentación.  Como  ya  se advirtió en  una  auditoría  de cumplimiento se está usualmente sujeto a revisión por  parte de  las  entidades gubernamentales. Esto significa  que  los papeles de trabajo serán rutinariamente examinados.  Seguramente se procurará establecer si dichos papeles son  completos  y  claros, en forma tal que por sí  mismos  den  cuenta cabal del trabajo desarrollado.


Teniendo en cuenta la naturaleza continua de la auditoría de cumplimiento,  los papeles de trabajo debieran  supervisarse periódicamente.

5
Planeación.  OBJETIVO.  El trabajo debe  ser  planeado  para obtener una seguridad positiva de que no se ha incurrido  en errores,  irregularidades  o actos ilegales  que  tengan  un efecto directo sobre la información financiera.


Igual seguridad deberá obtenerse respecto de normas  legales que impliquen certificaciones expresas.


Respecto  de  normas  que no  requieran  de  certificaciones expresas bastará planear para obtener una seguridad negativa de  que  no sean cometido errores, irregularidades  o  actos ilegales de efecto material.


CONOCIMIENTO DEL NEGOCIO DEL CLIENTE. En la planeación  debe obtenerse, con destino a los papeles de trabajo, información sobre las normas legales relacionadas con la operaciones del cliente  y sus deberes en cuanto a la preparación y  revelación  de información financiera. Dicha información debe  ser considerada  al  determinar  el alcance  del  trabajo.  Este alcance corresponde, normalmente, a un esquema de  auditoría continua,  es decir que está orientado a  producir  reportes periódicos durante el curso del ejercicio.


Aquellas  disposiciones que puedan tener un  efecto  directo sobre la información financiera deben ser identificadas, así como  los componentes que puedan ser afectados por  ellas  e incluir  en  las  pruebas  procedimientos  específicos  para verificar  su cumplimiento. En caso que dichas normas no  se relacionen  de  forma evidente con una o  varias  aserciones específicas, el cumplimiento de las disposiciones se tratará como otra aserción o atributo.


Como algunas normas afectan en su integridad la organización puede  resultar  aconsejable tratarlas  como  un  componente nuevo y adicional.


Los  requerimientos  de preparación y envío  de  información financiera  deben ser identificados. En lo posible  se  debe obtener copia de los formatos establecidos para el efecto  y de las instrucciones para su diligenciamiento. Se debe hacer un  cronograma  que recoja sus fechas  de  presentación.  Se programarán  pruebas  que  con antelación  a  dichas  fechas permitan formarse una opinión sobre la información respectiva.


Se indagará por aquellas normas que aunque tengan un  efecto indirecto  sobre  la información  financiera,  su  violación pueda afectar la presunción de empresa en marcha, tales como causales de disolución, de suspensión o revocación de permisos de funcionamiento; motivos de toma de posesión por parte de  las  entidades gubernamentales;  causas  de  suspensión, revocación o caducidad de licencias de funcionamiento o  fabricación;  situaciones  concordatarias;  subsidios,  ayudas financieras, exoneraciones de impuestos, tratamientos preferenciales, pactos de exclusividad, vencimiento de  permisos, concesiones,  licencias o franquicias y cualquier otra  circunstancia cuya desaparición ponga en duda la habilidad para continuar en el mercado. Estas situaciones deben ser evaluadas  en todos los casos en los cuales se vaya  a  certificar información financiera elaborada sobre la base de la  citada presunción.


Se deben identificar todas aquellas interpretaciones  significativas  que la administración hubiere hecho  y  consultar los  conceptos que los expertos legales hubieren emitido  al respecto.  En los casos en los cuales el asunto admita  otra interpretación  razonable se recurrirá a  expertos  propios, documentando  esta  ayuda en los términos de las  normas  de auditoría generalmente aceptadas.


Se revisarán los requerimientos formulados por las entidades estatales  al menos durante el año inmediatamente  anterior. Se identificarán las instrucciones impartidas por ellos para proceder posteriormente a verificar su cumplimiento.


Se  analizarán los procesos judiciales y administrativos  en curso, su frecuencia de ocurrencia, los fallos producidos en casos semejantes y se hará una estimación de las  contingencias que de ellos pudieren derivarse.


RIESGO. La determinación del riesgo debe hacerse teniendo en cuenta que la violación de las normas legales y estatutarias es tratada como hecho sancionable, generalmente a la  manera de las contravenciones.


Respecto  de aquellas normas que producen un efecto  directo sobre  la  información financiera debe considerarse  que  su violación  puede implicar procesos de orden penal,  generalmente por falsedad.


La  materialidad debe ser juzgada por los efectos  punitivos que  generaría su incumplimiento más que por la  cuantía  de los  hechos  respectivos.  Así las causas  de  disolución  o suspensión  presentan mayor materialidad que las que  puedan significar simples amonestaciones. La cuantía de las  multas puede  ser otro criterio  para determinar  la  materialidad, como  aquellas  que se liquidan en proporción  al  beneficio obtenido (por ejemplo: el no pago oportuno de los  intereses de  cesantía genera que ellos deban ser calculados al  doble de la tasa corriente). Otro criterio hace relación al número de terceras personas afectadas.


Situaciones de anormalidad jurídica tales como  concordatos, quiebras, supervisión especial, aumentan el riesgo profesional.

6
Evaluación del control interno. Al evaluar la estructura  de control  interno, en especial el ambiente de  control,  debe hacerse  énfasis  en los requisitos  legales  y  reguladores aplicables (SAS 55, párrafo 12) y si la filosofía y  actitud de la gerencia propician y procuran su acatamiento.


Se  debe establecer si son adecuados los  medios  utilizados para  identificar normas legales relacionadas con la  operación, si son ampliamente difundidas, si se introducen procedimientos  adecuados para que se cumplan, si el personal  es satisfactoriamente capacitado para garantizar que conozca  y entienda debidamente las normas en cuestión y si se  adoptan prontamente correctivos cuando quiera que se infringen.


Si  el  cliente  está sometido a un grado  de  inspección  y vigilancia  estatal  se considerará este hecho  teniendo  en cuenta que aumenta el nivel de exposición del auditor,  bien por el aumento de requerimientos de información, bien por la posibilidad de que su trabajo sea evaluado mediante procedimientos sustantivos como visitas e inspecciones.


En  una auditoría de cumplimiento es  indispensable  poderse apoyar en el control interno. Si éste no fuere lo  suficientemente eficiente como para permitir tal grado de confianza, el auditor debe impartir instrucciones y efectuar los seguimientos  del caso en forma tal que en breve tiempo se  solucionen sus debilidades.


El sistema contable debe ser analizado para determinar si es capaz  de producir información con el detalle y  oportunidad que  es  requerido por las normas legales. De  no  ser  así, desde la misma etapa de planeación, será necesario  impartir instrucciones  y  efectuar los seguimientos  del  caso  para eliminar las causas de las deficiencias en cuestión. Si ello no es posible en un breve lapso se debe informar al más alto nivel de la organización e inducirla para que procure convenir  plazos  de ajustes con las  autoridades.  También  será necesario evaluar si ha sido diseñado conforme a los  patrones  legales.  No debe olvidarse que  infracciones  en  esta materia hacen perder al sistema contable su valor de prueba, sobre  el  cual descansa en nuestro esquema jurídico  la  fe pública.


Se  requiere establecer si es adecuado el control sobre  las operaciones  con  partes  relacionadas. Estas  no  sólo  son objeto de revelaciones especiales sino que suelen ser  causa de restricciones en la operación. Si no existieren o  fueren inadecuados  deberán impartirse instrucciones al respecto  y efectuar el seguimiento correspondiente.


Será  necesario efectuar asiduamente pruebas para  verificar que  el sistema de control interno continúa en operación  en relación  con el cumplimiento de las normas legales.  Cuando se  produjeren cambios de legislación se verificará  que  se introduzcan las modificaciones pertinentes.


Requieren  de especial evaluación los métodos de  delegación de autoridad y los procedimientos de monitoria  establecidos para supervisar a quienes hubieren sido receptores de facultades de dirección, mando o representación.

7
Evidencia. Para obtener evidencia válida y suficiente dentro de  una auditoría de cumplimiento debe considerarse  que  si bien el efecto del cumplimiento de las normas legales pudiera  expresarse dentro de la información  financiera,  siendo por  tanto  susceptible de procedimientos  analíticos  y  de cálculo; los atributos de forma tales como  autenticaciones, pago  de impuestos, tipo de documento (en los casos  en  que existen  formalidades  al  respecto, como  la  de  escritura pública) sólo pueden ser comprobados mediante inspecciones u observaciones.


Como  ya se dijo se preferirá en todo caso tratar de  probar los atributos legales en unión de las demás aserciones,  así tales atributos deban ser tratados como una aserción adicional.  Si ello no fuere posible se enfrentarán como un  nuevo componente.


Mientras en una auditoría financiera es posible opinar sobre la  base  de una evidencia indicativa o indiciaria,  en  una auditoría de cumplimiento la evidencia debe ser concluyente. El  tipo  de evidencia admisible será aquel que  las  normas legales consideren procedente. Así, por ejemplo, un contrato de  trabajo  a término fijo debe constar  por  escrito.  Una hipoteca no registrada no puede tenerse como garantía  real. Los instrumentos respecto de los cuales no se hubiere pagado el impuesto de timbre, estando sujetos a él, no son  admisibles como prueba.


Los  programas respectivos deben ser tanto  más  exhaustivos cuanto mayor sea la materialidad del asunto.


Antes de reutilizar un programa necesariamente debe  comprobarse  su  vigencia,  en razón de la alta  movilidad  de  la legislación.


Las  interpretaciones  significativas  incorporadas  en  los programas deben ser validadas por un experto.


La  periodicidad con la cual deben aplicarse  los  programas dependerá de los calendarios de cumplimiento que  correspondan a las obligaciones.


El  muestreo debe ser en todo caso  estratificado,  cuidando incluir siempre individuos de los diferentes centros geográficos de operación.


Es especialmente importante obtener una carta de representaciones de la gerencia en la cual se afirme que se han  revelado  o puesto en conocimiento del revisor fiscal los  actos ilegales  que pudieren afectar la información  financiera  o generar incertidumbres.

8
Informes.  Planteada  la auditoría de cumplimiento  como  un trabajo continuo se espera oportunidad en la comunicación de las irregularidades que se hubieren cometido.


Son  objeto de comunicación toda clase  de  irregularidades, aunque  no  sean  materiales. Se deben  reportar  los  casos sustanciales  de  incumplimiento  aunque  las  inexactitudes resultantes  se hubieren corregido en los estados  financieros.


Las  afirmaciones  que  comprometan  la  responsabilidad  de personas  específicas deben ser ampliamente  documentadas  y consultadas previamente con un experto.


En el contexto colombiano se considera obligatorio ir ascendiendo en la escala jerárquica cuando las irregularidades no son prontamente corregidas. Si la gerencia, la junta  directiva  y  la  asamblea no procedieren  de  conformidad,  será necesario informar a la entidad gubernamental respectiva.


Todos los informes deben producirse por escrito y a un nivel no inferior a la gerencia.


En todo informe certificado destinado a las entidades  estatales deben revelarse los actos ilegales relacionados.


Si  en  los informes de fin de año fuere  necesario  revelar actos  ilegales  que no afecten la  información  financiera, aquellos se presentarán por separado. El grado de  incumplimiento  debe relacionarse con el número de casos  examinados para darle al lector una base para juzgar la  preponderancia del incumplimiento.


Finalmente, debe recordarse que las cartas de control interno  son el mejor instrumento para probar que se  ha  actuado con adecuada diligencia profesional.

ANEXO 1
HISTORIA LEGISLATIVA RELACIONADA CON LA AUDITORIA DE CUMPLIMIENTO
LEY 73 DE 1935, ART. 6
Toda sociedad anónima tendrá necesariamente un Revisor Fiscal con las siguientes funciones: (...)

e) Cerciorarse de que las operaciones que se ejecutan por  cuenta de la compañía están conformes con los estatutos y con las disposiciones de la asamblea general y de la junta directiva. (...)

DECRETO 1946 DE 1936, ART. 1
Para practicar o renovar la inscripción de las sociedades  anónimas, distintas de los bancos y compañías de seguros en el  registro  público  de  comercio, será requisito esencial  que  de  los documentos presentados a la respectiva Cámara de Comercio aparezca  que  la sociedad tiene un revisor fiscal,  con  su  suplente, nombrado  por la asamblea general de accionistas, que cumpla  las siguientes funciones: (...)

e) Cerciorarse de que las operaciones que se ejecutan por  cuenta de  la compañía están conformes con los estatutos y las  disposiciones de la asamblea general y de la junta directiva. (...)

DECRETO 2521 DE 1950, ART. 137
Son funciones del revisor fiscal: (...)

e) Cerciorarse de que las operaciones que se ejecuten por  cuenta de  la compañía están conformes con los estatutos, con las  decisiones  de la asamblea general y de la junta directiva y con  las disposiciones legales; (...)

DECRETO 2521 DE 1950, ART. 138
La  firma con que el revisor fiscal autorice los balances  de  la sociedad  debe ir precedida de la declaración de que ellos  están fielmente  tomados de los libros y de que las operaciones  registradas en estos se conforman con los mandatos legales y estatutarios  y con las decisiones de la asamblea general y de  la  junta directiva.

PROPUESTA  PRESENTADA EN JULIO DE 1953 POR EL INSTITUTO  NACIONAL DE  CONTADORES PUBLICOS A LA COMISION REVISORA DEL CODIGO DE  COMERCIO, PARA MODIFICAR EL ARTICULO 138 DEL DECRETO 2521 DE 1950
En su informe sobre los balances presentados por la sociedad a la asamblea general de accionistas y a la Superintendencia de Sociedades Anónimas el revisor fiscal deberá expresar: (...)

c) Si, en su concepto la sociedad ha mantenido libros y registros contables adecuados, y ha llevado su contabilidad de acuerdo  con la ley, y conforme a los estatutos y disposiciones de los  accionistas y de la junta directiva; (...)

PROYECTO DE DECRETO PREPARADO POR LA COMISION REVISORA DEL CODIGO DE  COMERCIO PARA REGLAMENTAR LA PROFESION DE  CONTADOR  PUBLICO, ABRIL DE 1955, ART. 15
La atestación o firma de un contador público en los casos en  que las leyes la exijan hará presumir, salvo prueba en contrario, que el acto o documento respectivo se ajusta a los requisitos legales de  forma,  lo mismo que a los estatutarios cuando  se  trate  de personas jurídicas.

Tratándose  de  balances la presunción se extenderá,  además,  al hecho de que éstos se ajustan a las normas legales, y de que  las cifras  registradas  en  ellos reflejan en  forma  fidedigna  las operaciones  llevadas a cabo durante el período que comprende  el balance.

PROYECTO DE DECRETO PREPARADO POR LA COMISION REVISORA DEL CODIGO DE  COMERCIO PARA REGLAMENTAR LA PROFESION DE  CONTADOR  PUBLICO, ABRIL DE 1955, ART. 48
La  firma  con que el revisor fiscal, auditor  o  interventor  de cuentas, autorice un balance general irá acompañada de un informe sucinto que deberá expresar, por lo menos: (...)

3º Si, en su concepto, la sociedad o institución lleva su  contabilidad  conforme a las normas legales y a la técnica contable  y si las operaciones registradas se ajustan a los estatutos y a las decisiones de las asambleas generales o juntas directivas; (...)

DECRETO 2373 DE 1956, ART. 15
La atestación o firma de un contador público en los casos en  que las  leyes lo exijan, hará presumir, salvo prueba  en  contrario, que  el  acto o documento respectivo se ajusta a  los  requisitos legales  de  forma, lo mismo que a los  estatutarios,  cuando  se trate de personas jurídicas.

Tratándose  de balances, la presunción se extenderá,  además,  al hecho  de  que han sido tomados fielmente de los libros,  de  que estos se ajustan a las normas legales, y de que las cifras registradas  en ellos reflejan en forma fidedigna la situación  financiera en la fecha del balance.

DECRETO 2373 DE 1956, ART. 48
La  firma  con que un contador juramentado  expresa  su  concepto sobre  un balance general, como revisor fiscal, auditor o  interventor  de  cuentas,  irá acompañada de un  informe  sucinto  que deberá mencionar por lo menos: (...)

3º Si, en su concepto, la sociedad o institución lleva su  contabilidad  conforme a las normas legales y a la técnica contable  y si las operaciones registradas se ajustan a los estatutos y a las decisiones de las asambleas generales o juntas directivas; (...)

PROYECTO DE CODIGO DE COMERCIO DE 1958, ART. 657
Los revisores fiscales cumplirán las funciones que les  atribuyan las leyes, y especialmente las siguientes:

1ª  Cerciorarse de que las operaciones que se celebren o  cumplan por cuenta de la sociedad se ajustan a las prescripciones de  los estatutos,  a las decisiones válidas de la asamblea general y  de la  junta directiva y a las ordenes o instrucciones del  Departamento Nacional del Comercio. (...)

PROYECTO DE CODIGO DE COMERCIO DE 1958, ART. 659
Al  autorizar un balance general, los revisores fiscales  deberán dejar constancia sucinta, en forma de anexo: (...)

3º  De  si,  en su concepto, la sociedad  lleva  la  contabilidad conforme a las normas legales y a la técnica contable del caso, y si las operaciones registradas se ajustan a los estatutos y a las decisiones de la asamblea o de la junta directiva.

PROYECTO DE LEY 147 DE 1958, ART. 32
La  atestación o firma de un Contador Público Juramentado en  los casos en que las leyes lo exijan, hará presumir, salvo prueba  en contrario,  que  el acto o documento respectivo se ajusta  a  los requisitos  legales  de forma, lo mismo que a  los  estatutarios, cuando se trate de personas jurídicas.

Tratándose  de balances, la presunción se extenderá,  además,  al hecho de que han sido tomados fielmente los saldos de los libros, de que éstos se ajustan a las normas legales, y de que las cifras registradas  en  ellos reflejan en forma fidedigna  la  situación financiera en la fecha del balance.

PROYECTO DE LEY 147 DE 1958, ART. 35
La  firma  con que un Contador Público o  Inscrito  certifica  un balance  general, como Revisor Fiscal, Auditor o  Interventor  de Cuentas, irá acompañada de un informe sucinto que deberá  mencionar por lo menos: (...)

3º Si, en su concepto, la sociedad o institución lleva su  contabilidad conforme a las normas legales y a la técnica contable,  y si las operaciones registradas se ajustan a los estatutos y a las decisiones de las asambleas generales o juntas directivas; (...)

PROYECTO DE LEY 150 DE 1959, ART. 12
La atestación o firma de un Contador Público, en los casos en que las  leyes lo exijan, hará presumir, salvo prueba  en  contrario, que  el  acto o documento respectivo se ajusta a  los  requisitos legales de forma, lo mismo que a los estatutarios cuando se trate de  personas jurídicas. Tratándose de balances, la presunción  se extenderá, además, al hecho de que han sido tomados fielmente los saldos de los libros, de que éstos se ajustan a las normas  legales,  y de que las cifras registradas en ellos reflejen en  forma fidedigna  la  situación financiera respectiva en  la  fecha  del balance.

LEY 145 DE 1960, ART. 9
La atestación y firma de un contador público hará presumir, salvo prueba  en  contrario,  que el acto respectivo se  ajusta  a  los requisitos legales, lo mismo que a los estatutarios en el caso de personas  jurídicas. Tratándose de balances, se presumirá  además que  los saldos se han tomado fielmente de los libros, que  éstos se  ajustan a las normas legales y que las cifras registradas  en ellos  reflejan en forma fidedigna la  correspondiente  situación financiera en la fecha del balance.

LEY 145 DE 1960, ART. 10
El dictamen de un contador público sobre un balance general, como Revisor Fiscal, Auditor o Interventor de Cuentas, irá  acompañado de un informe sucinto que deberá expresar por lo menos: (...)

3.  Si  en su concepto la contabilidad se lleva  conforme  a  las normas  legales  y a la técnica contable, y  si  las  operaciones registradas se ajustan a los estatutos y decisiones de las  Asambleas Generales o Juntas Directivas, en su caso; (...)

PROYECTO  DE CODIGO DE COMERCIO, FEBRERO 26 DE 1971, (Drs.  Mesa, Neira, Pinzón, Posse), ART. 204
El revisor fiscal deberá:

1º  Cerciorarse de que las operaciones que se celebren o  cumplan por cuenta de la sociedad se ajusten a las prescripciones de  los estatutos, a las decisiones de la asamblea general y de la  junta directiva. (...)

PROYECTO  DE CODIGO DE COMERCIO, FEBRERO 26 DE 1971, (Drs.  Mesa, Neira, Pinzón, Posse), ART. 205
El  dictamen  o  informe del revisor fiscal  sobre  los  balances generales deberá expresar, por lo menos: (...)

3º  Si  en su concepto la contabilidad se lleva  conforme  a  las normas  legales  y a la técnica contable, y  si  las  operaciones registradas  se ajustan a los estatutos y a las decisiones de  la asamblea o juntas directivas, en su caso. (...)

PROYECTO  DE CODIGO DE COMERCIO, FEBRERO 26 DE 1971, (Drs.  Mesa, Neira, Pinzón, Posse), ART. 206
El informe del revisor fiscal a las asambleas o juntas  generales de socios deberá expresar:

1º Si los actos de los administradores de la sociedad se  ajustan a los estatutos y a las ordenes o instrucciones de la asamblea  o junta general de socios. (...)

PROYECTO DE CODIGO DE COMERCIO, MARZO 3 DE 1971, (Drs. Finkielsztein, Narváez, Tapias, Villa), ART. 110
El revisor fiscal presentará en las reuniones de la asamblea o de la  junta de socios en que hubieren de considerarse  las  cuentas del  ejercicio, un informe que versará sobre los siguientes  puntos: (...)

b) Si la contabilidad se lleva conforme a las normas legales;

c)  Si  los estados de situación financiera y  de  resultados  se ajustan a los estatutos y a las decisiones de la asamblea o de la junta de socios; y si han sido tomados fielmente de los libros de contabilidad, y si, en su concepto, las cifras de dichos  estados reflejan  la situación económica y financiera de la empresa y  el resultado de sus operaciones en el ejercicio social; (...)

CODIGO DE COMERCIO, ART. 207
Son funciones del revisor fiscal:

1)  Cerciorarse de que las operaciones que se celebren o  cumplan por cuenta de la sociedad se ajustan a las prescripciones de  los estatutos, a las decisiones de la asamblea general y de la  junta directiva; (...)

CODIGO DE COMERCIO, ART. 208
El  dictamen  o  informe del revisor fiscal  sobre  los  balances generales deberá expresar, por lo menos: (...)

3.  Si  en su concepto la contabilidad se lleva  conforme  a  las normas  legales  y a la técnica contable, y  si  las  operaciones registradas  se ajustan a los estatutos y a las decisiones de  la asamblea o junta directiva, en su caso; (...)

CODIGO DE COMERCIO, ART. 209
El  informe  del revisor fiscal a la asamblea o junta  de  socios deberá expresar:

1) Si los actos de los administradores de la sociedad se  ajustan a los estatutos y a las ordenes o instrucciones de la asamblea  o junta de socios; (...)

PROYECTO DE LEY 94 DE 1972, ART. 4
Los  contadores públicos cuando den fe pública o  cuando  firmen, autoricen  o  certifiquen documentos  técnicos  contables,  están obligados  a comprobar los hechos correspondientes en que  fundamenten  su apreciación, ya que cualquier inexactitud  dolosa  los hará  acreedores a las sanciones establecidas en las  leyes.  Por ello, la certificación o fe pública otorgada por un contador hará presumir,  salvo prueba en contrario, que el acto  respectivo  se ajusta a los requisitos legales, lo mismo que a los  estatutarios en el caso de personas jurídicas. Tratándose de documentos técnicos  contables se presumirá además que los saldos se  han  tomado fielmente de los libros, que los comprobantes y documentos son el reflejo exacto del hecho económico que se quiere demostrar, y  en el  caso de balances que éstos se ajustan a las normas legales  y que  las  cifras registradas en los mismos representan  en  forma fidedigna  la correspondiente situación financiera de la  entidad de que se trate.

PROYECTO DE LEY 47 DE 1973, ART. 5
En el desempeño de sus funciones la responsabilidad del  Contador Público se determinará como sigue: (...)

d)  Las  calificaciones personales que se requieren  del  auditor independiente o contador público son las de una persona capacitada  y  entrenada para ejercer como tal, pero  no  incluyen  entre ellas las que le corresponden a personas entrenadas o dedicadas a otras ocupaciones profesionales. Así, por ejemplo, al observar la toma de un inventario físico, el contador público no quiere dar a entender  que  está actuando como un  tasador,  justipreciador  o experto  en  materiales. Igualmente, aunque el  contador  público posee conocimientos generales de los Derechos Comercial,  Laboral y Tributario, no significa ello que actúe en calidad de abogado y tiene,  por  consiguiente, el derecho de atenerse  al  consejo  u opinión  de los abogados en todo lo concerniente a asuntos  legales; (...)

PROYECTO DE LEY 61 DE 1973, ART. 6
Los  Contadores Públicos cuando den fe pública o  cuando  atesten documentos  técnico-contable están obligados a obtener  evidencia objetiva de los hechos en que fundamenten su apreciación, ya  que cualquier inexactitud dolosa los hará acreedores a las  sanciones establecidas  por las leyes. Por ello, la atestación  fe  pública otorgada  por un Contador Público hará presumir, salvo prueba  en contrario,  que  el acto respectivo se ajusta  a  los  requisitos legales,  lo mismo que a los estatutarios en el caso de  personas jurídicas. Tratándose de documentos técnico-contables se presumirá, además, que los saldos se han tomado fielmente de los libros, que  los comprobantes y documentos son el reflejo fiel del  hecho económico  que se quiere demostrar, y que en el caso de  balances generales  y  otros estados financieros, éstos se ajustan  a  las normas legales y las cifras registradas en los mismos,  presentan en forma razonable la correspondiente situación financiera de  la entidad de que se trate, de acuerdo con principios de  contabilidad generalmente aceptados en el país.

PROYECTO DE LEY 77 DE 1974, ART. 8
Los Contadores Públicos cuando den fe pública, dictaminen, certifiquen  o testen documentos técnico-contables, están obligados  a obtener  evidencia objetiva de los hechos en que  fundamenten  su apreciación, la cual deberá quedar demostrada con los  correspondientes  papeles de trabajo técnico-contables que fundamenten  su opinión.  Por ello, la atestación de fe pública otorgada  por  un Contador Público hará presumir, salvo prueba en contrario, que el acto respectivo se ajusta a los requisitos legales, lo mismo  que a los estatutarios en el caso de personas jurídicas.

Tratándose de documentos técnico-contables se presumirá,  además, que  los  saldos se han tomado fielmente de los libros,  que  los comprobantes y documentos son el reflejo fiel del hecho económico que se quiere demostrar y que en el caso de balances generales  y otros estados financieros, éstos se ajustan a las normas  legales y las cifras registradas en los mismos presentan en forma razonable la correspondiente situación financiera, el resultado de  las operaciones o los cambios en la situación financiera de la  entidad  de que se trate, de acuerdo con principios  de  contabilidad generalmente aceptados.

Parágrafo.  La opinión o dictamen de un Contador  Público  deberá estar acompañada de los correspondientes estados financieros y de las notas explicativas sobre los mismos.

PROYECTO DE LEY 4 DE 1975, ART. 8
Los Contadores Públicos cuando dictaminan o dan constancia  sobre documentos técnico-contables, están obligados a obtener evidencia objetiva de los hechos en que fundamenten su apreciación, la cual deberá  quedar  demostrada con los  correspondientes  papeles  de trabajo técnico-contable que fundamenten su opinión. Por ello, la constancia expedida por un Contador Público hará presumir,  salvo prueba  en  contrario,  que el acto respectivo se  ajusta  a  los requisitos legales, lo mismo que a los estatutarios en el caso de personas jurídicas.

Tratándose de documentos técnico-contables se presumirá,  además, que  los  saldos se han tomado fielmente de los libros,  que  los comprobantes y documentos son el reflejo fiel del hecho económico que se quiere demostrar y que en el caso de balances generales  y otros estados financieros, éstos se ajustan a las normas  legales y las cifras registradas en los mismos presentan en forma razonable la correspondiente situación financiera, el resultado de  las operaciones o los cambios en la situación financiera de la  entidad  de que se trate, de acuerdo con principios  de  contabilidad generalmente aceptados.

Parágrafo 1º. Los Contadores Públicos por el solo hecho de dictaminar  o  dar constancia sobre determinados hechos no  tienen  la calidad de funcionarios públicos.

Parágrafo 2º. La opinión o dictamen de un Contador Público deberá estar acompañada de los correspondientes estados financieros y de las notas explicativas sobre los mismos.

LEY 43 DE 1990, ART. 10
De la fe pública. La atestación o firma de un Contador Público en los actos propios de su profesión hará presumir, salvo prueba  en contrario,  que  el acto respectivo se ajusta  a  los  requisitos legales,  lo mismo que a los estatutarios en el caso de  personas jurídicas.  Tratándose de balances, se presumirá además  que  los saldos se han tomado fielmente de los libros, que éstos se  ajustan  a las normas legales y que las cifras registradas  en  ellos reflejan  en forma fidedigna la correspondiente situación  financiera en la fecha del balance.

Parágrafo. Los Contadores Públicos, cuando otorguen fe pública en materia  contable,  se asimilarán a  funcionarios  públicos  para efectos  de las sanciones penales por los delitos que  cometieren en  el ejercicio de las actividades propias de su profesión,  sin perjuicio  de  las responsabilidades de orden civil  que  hubiere lugar conforme a las leyes.

ANEXO 2
DOCTRINA SOBRE LA VIGILANCIA DE LAS NORMAS LEGALES
SUPERINTENDENCIA BANCARIA, RESOLUCION 4461 DE OCTUBRE 19 DE 1987

(...) d) El revisor fiscal si debe cerciorarse de la  observancia de la ley, en el marco de las funciones que le corresponden.

El recurrente ante la afirmación de la resolución recurrida en el sentido  de que el revisor fiscal es un atento vigilante  de  que las  operaciones  celebradas por la sociedad  respeten  el  marco legal,  lleva  la interpretación hasta el punto de  convertir  al revisor fiscal en juez universal y en funcionario público, y  con ello  declara  violada  la Constitución Nacional  porque  en  ley alguna  se  ha atribuido una competencia tal, de  manera  que  es necesario aclarar el alcance de lo allí afirmado.

Sea lo primero sentar, que el Despacho estima que si  corresponde al revisor fiscal cerciorarse de la legalidad de las  operaciones y actos cumplidos por la sociedad, pero atendiendo a la naturaleza y límites de su función.

La índole privada de la revisoría fiscal no es excluyente con  el carácter  de  orden  público económico de la  institución,  y  la naturaleza  imperativa de las normas que la  regulan,  atendiendo los  intereses sociales vinculados al desarrollo regular  de  los negocios de las sociedades comerciales.

Por  otra parte, invocando la Ley 145 de 1960, en  particular  el Artículo 9º por cuya virtud, la atestación y firma de un contador público  hará  presumir, salvo prueba en contrario, que  el  acto respectivo se ajusta a los requisitos legales lo mismo que a  los estatutarios (cuando se trata de personas jurídicas). Pues  bien, las funciones del revisor fiscal imponen en diversas  oportunidades la atestación como por ejemplo en el informe a la Asamblea  o Junta  de  Socios (Artículo 209 del Código de Comercio) y  en  el dictamen sobre los estados financieros (Artículo 208 ibídem).  Lo allí  manifestado por el revisor, tiene el alcance y los  efectos determinados en el Artículo 9º de la Ley 145 de 1960.

Ahora  bien,  se  cae de su peso, que si lo  manifestado  por  el revisor  fiscal bajo su firma hace presumir la legalidad  de  los actos a que ellos se refieren, es absolutamente indispensable que aquel se cerciore de su conformidad con la ley.

Precisamente por ello es que se le reconoce la facultad de formular  las  salvedades que estime pertinentes,  en  tratándose  del dictamen  sobre  estados  financieros, y aún la  emisión  de  una opinión desfavorable; esto último también es factible en el  caso del Artículo 209 del Código de Comercio.

Adicionalmente, funciones que directamente le conciernen, contienen  la obligación de cerciorarse de la conformidad a la Ley,  de los actos y operaciones cumplidos por la sociedad, de su  funcionamiento y de su contabilidad, así:

En lo que tiene que ver con la obligación que le impone el  Ordinal 1º del Artículo 207 del Código de Comercio, de cerciorarse de que  las operaciones que se celebren o cumplan por cuenta  de  la sociedad se ajusten a las prescripciones estatutarias, es  menester recordar que la ley comercial imperativa, y la ley  comercial supletiva en los aspectos no previstos expresamente en el contrato social, se entienden formando parte de él, y por  consiguiente obligan  del  mismo modo que las estipulaciones expresas  de  los socios  plasmadas  en  los estatutos sociales.  De  esta  suerte, corresponde al revisor fiscal cerciorarse del cumplimiento de  la ley imperativa y supletiva en los aspectos pertinentes relativa a sociedades,  en  las operaciones que se cumplan  o  celebren  por cuenta  de  la sociedad; ya se dijo, por otra parte,  que  en  la noción de irregularidades a que hace referencia el Ordinal 3º del Artículo 207 del Código de Comercio, se comprende la violación de la ley.

En  lo que dice relación con el Ordinal 4º del Artículo  207,  el revisor  debe velar porque se lleve regularmente la  contabilidad de  la sociedad, regularidad que también encierra la  sujeción  a las  normas legales sobre el particular; esta  interpretación  es consistente  con  la previsión del ordinal 3º del  Artículo  208, según el cual el revisor en su dictamen sobre los balances  generales deberá expresar si en su concepto la contabilidad se  lleva conforme a las normas legales y a la técnica contable.

En  cuanto a la presunta calidad de funcionario público,  se  advierte que por la calificación de orden público dada a la revisoría  fiscal,  no devienen sus funciones privadas en  públicas.  Y adicionalmente,  en  su condición de revisor fiscal y  en  cuanto contador público, cuando da fe pública, cabría afirmar que ejerce una función pública, sin que tampoco en este caso se convierta en funcionario  público,  porque el  derecho  administrativo  actual admite  la  posibilidad del ejercicio de funciones  públicas  por particulares,  es decir que personas que no estén  vinculadas  al Estado por relación legal y reglamentaria, ni son tampoco  trabajadores oficiales, en tratándose de personas naturales, y que  no forman  parte  de la administración, en  tratándose  de  personas jurídicas;  para  probar  este aserto, basta traer  en  apoyo  el Artículo 82 del Decreto 01 de 1984.

Es  relevante, finalmente, recordar que el Artículo 11 de la  Ley 145 de 1960 asimila los contadores públicos a funcionarios públicos, para efectos penales, atendiendo a que la función de dar  fe pública  es, ciertamente función pública. Así, debiendo  ser  los revisores  fiscales, contadores públicos, y ejercitando sus  funciones  en  su  calidad de tales, permanentemente  se  hallan  en trance de dar fe pública, vale decir ejercer una función  pública y  para efectos de la responsabilidad penal que se deriva de  sus actuaciones  como  revisores,  están  asimilados  a  funcionarios públicos.

Ahora bien, en nuestro caso, tratándose de una sanción de naturaleza  administrativa,  fundada en el Artículo 207 del  Código  de Comercio,  el  cual impone deberes de conducta  a  los  revisores fiscales  en forma directa e inmediata, y en el Artículo  23  del Decreto  2920  de 1982 que permite expresamente sancionar  a  los revisores,  no es menester acudir a la previsión del Artículo  11 de  la  Ley 145 de 1960 para sustentar con su ayuda  la  sanción, pero  se  deja en claro que señalar la naturaleza pública  de  la revisoría  fiscal  y el ejercicio de una función pública  por  su parte,  en  los términos referidos, no es  un  despropósito  como pretende el libelista. (...)

SUPERINTENDENCIA  BANCARIA, RESOLUCION 3160 DE SEPTIEMBRE  28  DE 1989
(...)  La  resolución cuya revocatoria se  impetra,  invocó  como fundamento  de la sanción por ella impuesta, los  numerales  2o., 3o. y 4o. del artículo 207 del Código de Comercio. El alcance  de éstos  se  examina enseguida, con base en lo expresado  por  este Despacho en la resolución número 4461 del 19 de octubre de  1987, varias  veces citada, en consideración a que los  argumentos  del recurso  resuelto en aquella son sustancialmente idénticos a  los del presente libelo de reposición.

a) Numeral 2o. del artículo 207

Se advierte en la disposición la existencia de un conducto  regular, correspondiente al orden jerárquico de los órganos sociales, de manera que la comunicación procede en primer lugar del gerente o  presidente,  quien  en  su condición de  rector  de  la  administración social tiene las facultades indispensables para corregir  la  irregularidad; para no tornar inocua la  atribución,  en caso  de desatenderse por el gerente o presidente la  observación del Revisor Fiscal, éste puede llevar a los órganos superiores la irregularidad. Tales órganos son, en su orden, la Junta Directiva y la Asamblea de Accionistas o Junta de Socios.

"  Cabe preguntar, ¿ Cuáles irregularidades deben ser materia  de esta obligación ? Pues bien, la revisoría fiscal, dada su naturaleza  de  órgano de control social, ha de prevenir  en  el  orden administrativo  y  contable  cualquier  irregularidad  que  cause perjuicio ora a la propia sociedad, ora a los accionistas, ora  a terceros. Precisamente por lo anterior es que el artículo 211 del Código  de  Comercio  prescribe la  responsabilidad  del  revisor fiscal por los perjuicios que la negligencia o dolo en el cumplimiento de sus funciones llegare a ocasionar a la sociedad, accionistas o terceros.

"  Es menester además esclarecer, qué es irregular: Lo  irregular es  lo contrario a la regla, lo que se aparta de la  norma,  cuya omisión  pueda  ocasionar perjuicio. Considerando que  entre  las normas  a las cuales está sujeta la sociedad cuya  vigilancia  se encomienda  al revisor fiscal, están las disposiciones legales  y administrativas que imponen limitaciones, obligaciones o prohibiciones a la sociedad, se concluye que la infracción de las mismas constituye una de las irregularidades susceptibles de presentarse en  la sociedad y como tal, de ella es predicable  la  obligación que  el  numeral en estudio impone al revisor fiscal.  Tanto  más concluyente lo dicho, teniendo en cuenta que la infracción de las leyes  y  actos  administrativos es por  esencia  antijurídica  y dañosa, aún en el evento de no ser determinable un daño privado.

" En el mismo orden de ideas, es procedente indicar que la ley no hace  distinciones acerca de las irregularidades comprendidas  en las obligaciones del revisor fiscal; como quiera que donde la ley no distingue no le es dado hacerlo al intérprete, se concluye que toda  irregularidad  está  comprendida en la  atribución  de  dar cuenta  a los órganos sociales. Es así que las infracciones a  la ley  y a los actos administrativos vinculantes para  la  sociedad son  irregularidades,  luego de ellas debe  informar  el  revisor fiscal a la administración social en los términos del ordinal 2o. del artículo 207 del Código de Comercio.

" Esta interpretación es consistente con la naturaleza de  órgano de  control que reviste la revisoría fiscal, puesto que  concilia sus  facultades  con  las de la administración  de  la  sociedad, atendiendo  a  que no tiene el revisor fiscal  atribuciones  para tomar  las decisiones correspondientes, ni puede so capa de  controlar,  entrar  a  asumir facultades de tal  índole,  pero  debe definirse  un marco de referencia a su control que viene a  darse por la ley y el contrato.

"  Por último se apunta que la función que señala el numeral  2o. del artículo 207 guarda estrecha conexión con la del numeral  1o. ibídem, toda vez que la obligación de dar oportuna cuenta de  las irregularidades  relativas al orden interno de la sociedad,  sólo puede  cumplirse si a su vez se observa la obligación de  cerciorarse  de  la  conformidad con los estatutos,  decisiones  de  la Asamblea de Accionistas y Junta Directiva, de las operaciones que se  celebren o cumplan por la sociedad. Idéntica  reflexión  cabe hacer de la obligación de dar oportuna cuenta de las  irregularidades, cuando ellas conciernen al orden legal, al reparar que  no es posible hacer tal cosa, si el revisor no observa como  conducta,  el  cerciorarse de la legalidad de las  operaciones  que  se cumplan o celebren por cuenta de la sociedad."

En  relación con la aplicación del criterio de materialidad a  la obligación  de  dar cuenta de las irregularidades,  es  del  caso señalar cómo no halla sustento en la norma bajo estudio, toda vez que  aquella no califica las irregularidades que son materia  del deber de dar noticia.

De otra parte, el recurrente al aludir a ella, hace referencia  a la emisión del dictamen, obligación derivada del numeral 7o.  del artículo  207, y en la cual el criterio de materialidad tiene  el alcance indicado por él pero no permite inferir la aplicación  de aquel  al numeral 2o., toda vez que se trata de dos deberes  distintos  y que se ejercen en momentos distintos: La obligación  de dar  oportuna cuenta, cuando el Revisor Fiscal entre  en  conocimiento de la irregularidad; la obligación de emitir el  dictamen, cuando se autorice un balance.

Visto  lo anterior se confirma la improcedencia del  criterio  de materialidad en punto a la obligación de dar cuenta de las  irregularidades,  de  donde se concluye que  toda  irregularidad  que ocurra en el funcionamiento de la sociedad y en el desarrollo  de sus  negocios, de la cual tenga conocimiento el Revisor Fiscal  a través  de  un adecuado y diligente trabajo debe  ser  puesta  en conocimiento de la Gerencia, la Junta Directiva o la Asamblea  de Accionistas, según el caso, sin excluir las que se consideren  de menor  importancia, puesto que lo que busca con esta  función  es propiciar la regularidad del funcionamiento social y del desarrollo de los negocios, la cual se afecta de todas maneras  independientemente  de la materialidad de las cifras. Ello no  es  óbice para  señalar cómo, evidentemente, requieren de mayor atención  y cuidado las que presenten mayor significación.

El criterio de materialidad, si bien no es aplicable a efectos de excluir irregularidades de la obligación de dar noticia, si tiene cabida para efectos de dilucidar el órgano social al cual comunicarlo.  En efecto, el Despacho reconoce la existencia de un  conducto  regular, a seguir en la comunicación de la  irregularidad, correspondiente a la jerarquización de los órganos sociales.  Por la  misma razón, la información se remite a uno de tales  órganos "según los casos". Esta distinción se justifica en atención a  la gravedad  de la irregularidad y, ahora sí, a la  materialidad  de las cifras, criterios que sirven de base para definir el nivel de la  administración  social ante el cual lleva el  revisor  fiscal noticia de la irregularidad.

Por  otro  lado, tanto la gravedad de la  irregularidad  como  la materialidad  de las cifras son criterios a considerar  por  esta entidad  al evaluar la conducta del Revisor Fiscal, en cuanto  se espera  del  Revisor  mayor atención sobre los  hechos  graves  y materiales en consideración a la importancia relativa y al riesgo probable  de los asuntos sometidos a su control. Así una  omisión suya  frente a irregularidades poco relevantes o cifras no  materiales, pese a constituir infracción del artículo 207,  eventualmente no alcanzaría gravedad suficiente para justificar la  imposición de una sanción pecuniaria gravosa.

De  otro lado se advierte cómo al no gozar el Revisor  Fiscal  de facultades  de decisión, sino de control, las reglas respecto  de las cuales se predican las irregularidades no pueden provenir del propio  Revisor Fiscal porque ello lo convertiría en  administrador,  sino  que  se trata de aquellas reglas a  las  cuales  está sujeta la sociedad en virtud de la ley, el Contrato Social, y las decisiones  de la Asamblea de Accionistas y la  Junta  Directiva, cabezas de la administración de la sociedad.

Dar  "oportuna cuenta" no lo convierte de manera alguna en  parte de la Administración Social, con poderes decisorios, como entiende  el libelista. Es de otro modo; se le impone la obligación  de dar cuenta precisamente porque carece de facultades para  adoptar decisiones, y las manifestaciones que él produce en ejercicio del cargo  no son coercibles; son aquellos órganos a los cuales  debe informar  los que, dentro de la sociedad, tienen  las  facultades necesarias para tomar las decisiones y hacerlas cumplir.

Por lo expuesto, tampoco tiene asidero legal la tesis que  expone el  recurrente  en el sentido de dejar tal  conducta  incurso  al Revisor  Fiscal en las causales de inhabilidad previstas  en  los artículos 205 del Código de Comercio y 1o. de la Ley 145 de 1960.
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